







C.A. de Santiago
Santiago, veintiocho de abril de dos mil veintiséis. Vistos y teniendo presente:
Primero: Que comparece el abogado Daniel Eduardo Rehbein Bittner, en representación de Jonathan Marcelo Farah Cabezas, y deduce recurso de protección en contra de la Universidad Nacional Andrés Bello, por el acto que califica de ilegal y arbitrario consistente en impedir su matrícula e inscripción en el “Plan de Cierre del Programa de Magíster/Máster en Dirección de Recursos Humanos y Habilidades Directivas”, supeditando dicha incorporación al pago previo de una deuda arancelaria que la recurrida registra desde el año 2016.
Sostiene que tal proceder importa una vía de hecho, una forma de autotutela prohibida por el ordenamiento jurídico, y que con ello se vulneran las garantías consagradas en el artículo 19 N° 1, 2, 16 y 24 de la Constitución Política de la República. Añade que la deuda invocada por la recurrida se encontraría prescrita y que la Universidad, al no permitirle culminar el proceso conducente al grado de Magíster, afecta su desarrollo académico y profesional.
Pide, en definitiva, que se ordene a la recurrida permitir su matrícula y el curso del programa de cierre, restableciendo su calidad de alumno regular.
Segundo: Que, al evacuar informe, la recurrida solicita el rechazo del arbitrio, con costas.
Expone que el actor cursó el programa de postgrado en modalidad e-learning, aprobó la totalidad de las asignaturas regulares y quedó en condición de egresado, restándole únicamente la Actividad Final de Grado identificada como DRH598 y DRH599, esto es, el proyecto de fin de Magíster y el examen de grado. Agrega que el programa fue formalmente cerrado por Decreto Universitario N° 34-2022, de 26 de abril de 2022, debido a la obsolescencia de su diseño curricular, manteniéndose, sin embargo, un plan de cierre para permitir a los alumnos pendientes concluir sus estudios.
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Sostiene que, en ese contexto, se ofreció al recurrente una vía excepcional de término, sujeta a condiciones académicas y financieras previamente informadas. Entre ellas, el pago del arancel propio del plan de cierre, ascendente a $1.143.000, y la regularización de la deuda que el actor mantiene con la Universidad, equivalente a $4.762.332, correspondiente a 36 cuotas impagas del arancel original, pactadas entre agosto de 2016 y julio de 2019.
Añade que el actor fue informado oportunamente de tales condiciones, manifestó interés en acogerse al plan, pero finalmente se negó a regularizar su situación financiera, invocando una supuesta prescripción que no ha sido declarada judicialmente. Refiere, asimismo, que la situación académica del recurrente no obedece a una dilación imputable a la Universidad, sino a la falta de cumplimiento, por años, de las etapas pendientes para la obtención del grado.
Tercero: Que el recurso de protección, previsto en el artículo 20 de la Constitución Política de la República, constituye una acción cautelar destinada a restablecer el imperio del derecho frente a actos u omisiones arbitrarios o ilegales que priven, perturben o amenacen el legítimo ejercicio de alguna de las garantías expresamente amparadas por dicho precepto. Por su naturaleza, exige la concurrencia de un acto actual y manifiestamente contrario a derecho o desprovisto de fundamento racional, así como la existencia de un derecho indubitado cuya tutela resulte compatible con esta vía urgente y sumaria.
Cuarto: Que, de los antecedentes acompañados por las partes y de aquellos respecto de los cuales no existe controversia sustancial, es posible establecer la siguiente secuencia fáctica relevante para resolver:
a) Con fecha 13 de abril de 2016, Jonathan Marcelo Farah Cabezas suscribió con la Universidad Andrés Bello el contrato de prestación de servicios educacionales de postgrado correspondiente al programa de Magíster/Máster en Dirección de Recursos Humanos y Habilidades Directivas, cuyo arancel fue pactado en 36 cuotas
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mensuales de $132.287, con vencimientos entre agosto de 2016 y julio de 2019.
b) Las clases del programa se desarrollaron entre el 25 de abril de 2016 y el 3 de diciembre de 2017. Conforme a la ficha curricular, el actor aprobó las asignaturas del plan de estudios y quedaron pendientes únicamente las actividades DRH598 y DRH599, correspondientes al proyecto de fin de Magíster y al examen de grado.
c) En noviembre de 2020 y junio de 2021 existieron comunicaciones entre la coordinación de titulación, el recurrente y su grupo de trabajo, en las que la Universidad formuló observaciones al avance presentado y señaló expresamente que no era posible evaluar sólo el trabajo escrito, siendo indispensable completar además la etapa de defensa. No consta en autos que, después de esa última comunicación de 3 de junio de 2021, el actor haya culminado dicha fase.
d) Mediante Decreto Universitario N° 34-2022, de 26 de abril de 2022, la Universidad dispuso el cierre del programa por obsolescencia de su diseño curricular, dejando establecido que éste continuaría impartiéndose hasta el término normal de los estudios de los alumnos matriculados, conforme al correspondiente plan de cierre. e) El 14 de agosto de 2025, la Dirección Académica de Postgrados informó al recurrente que, encontrándose en calidad de egresado, podía acogerse a una vía excepcional para finalizar sus estudios, bajo determinadas condiciones: manifestar su interés antes del 20 de agosto de 2025; formalizar matrícula y pagar el arancel del plan de cierre, ascendente a $1.143.000; desarrollar el proceso académico entre el 1 de septiembre y el 30 de diciembre de 2025; y concluir íntegramente la actividad final de grado, a más tardar, el 30 de enero de 2026. En ese mismo correo se indicó que, de no cumplirse lo anterior dentro de los plazos fijados, el estado académico permanecería como egresado, sin opción futura de modificación o
reincorporación.
f) El mismo 14 de agosto de 2025, el actor respondió manifestando su interés en participar en el plan de cierre y señalando
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que procedería conforme a las instrucciones que se le impartieran respecto de la regularización financiera y la matrícula. Tal manifestación fue recepcionada por la Universidad el 19 de agosto siguiente.
g) El 28 de agosto de 2025, la Universidad remitió las informaciones académicas del proceso; y el 1 de septiembre del mismo año comunicó las condiciones generales de regularización de matrícula y arancel del plan de cierre, precisando que los estudiantes con situaciones financieras pendientes debían resolverlas cuando fueran contactados para ese efecto.
h) El 26 de septiembre de 2025, la Universidad informó al recurrente que, antes de pagar el arancel del plan de cierre, debía regularizar una deuda pendiente registrada a su nombre. Luego, el 15 de octubre de 2025, se le comunicó por correo electrónico que el monto a regularizar ascendía a $4.762.332, con condonación del 100% de intereses moratorios, indicándose además que una vez regularizada dicha suma podría concretar el pago del programa y que el plazo para hacerlo vencía el 17 de octubre de 2025.
i) En comunicaciones internas de la misma fecha, funcionarios de la recurrida dejaron constancia de que el actor manifestó que evaluaría si pagaría o no, sosteniendo que la deuda estaría prescrita. El 16 de octubre de 2025 se informó internamente que, pese al contacto efectuado, el recurrente no estaba de acuerdo con pagar lo adeudado, razón por la cual el proceso seguía incompleto.
j) El recurso de protección fue ingresado con fecha 27 de octubre de 2025.
k) Con fecha 12 de noviembre de 2025, ya interpuesta la presente acción, el actor reiteró a la Universidad que estaba dispuesto a asumir el costo del plan de cierre, pero no a pagar la deuda anterior, que decía no reconocer por estimarla prescrita. La Universidad respondió que, según sus registros, mantenía una deuda equivalente a 36 cuotas impagas, desde agosto de 2016 hasta julio de 2019, y le requirió nuevamente confirmar si la regularizaría, advirtiendo que, de lo contrario, debía dejarse registro de desistimiento por no existir ya plazo para la inscripción al plan.
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Quinto: Que de la cronología antes descrita fluye, en primer término, que el acto reclamado no consiste en una negativa a reconocer un grado académico ya obtenido ni en la denegación del diploma correspondiente a estudios íntegramente concluidos. Lo que aparece en autos es algo muy diverso, a saber, la Universidad condicionó la inscripción del actor en un programa excepcional de cierre —diseñado para permitir la realización de las actividades académicas finales que permanecían pendientes— al cumplimiento de	exigencias	financieras	previamente	informadas	y	a	la regularización de una deuda registrada en sus sistemas.
En otros términos, el recurrente no se encontraba aún en situación de exigir la sola expedición del grado de Magíster, pues mantenía pendientes el proyecto de fin de Magíster y el examen de grado. La actividad cuya inscripción pretende no equivale, por sí sola, al otorgamiento del grado, sino que constituye una etapa académica previa e indispensable para alcanzarlo.
Sexto: Que la autonomía de la recurrida para decidir este conflicto emana del régimen general aplicable a las instituciones de educación superior y, particularmente, de la potestad reconocida en el artículo 2 letra a) de la Ley N° 21.091, que les permite determinar y conducir sus fines y proyectos institucionales en las dimensiones académica, económica y administrativa, dentro del marco fijado por la Constitución y la ley.
Dicha autonomía se proyecta, en la especie, tanto sobre la regulación del cierre del programa y del plan excepcional establecido para sus egresados, como sobre las condiciones académicas y administrativas de acceso a ese proceso. A ello se suma que la relación entre las partes tiene también un claro sustrato contractual, pues deriva del contrato de prestación de servicios educacionales suscrito por el actor el 13 de abril de 2016, así como de la reglamentación institucional que el propio alumno declaró conocer.
Séptimo: Que, en ese contexto, la sola circunstancia de que la recurrida sea una corporación privada sin fines de lucro no altera la naturaleza onerosa del programa de postgrado ni extingue las obligaciones recíprocas nacidas del vínculo contractual. La ausencia
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de fines de lucro impide la distribución de utilidades, pero no transforma en gratuita una prestación académica que fue libremente contratada ni priva a la institución de la facultad de exigir el cumplimiento de las obligaciones pecuniarias asumidas por sus estudiantes, especialmente cuando se trata de acceder a un nuevo ciclo académico excepcional, creado con el objeto de concluir un programa ya cerrado.
Octavo: Que, aun cuando el recurso no se construye de modo expreso sobre la Ley N° 21.707, publicada el 2 de noviembre de 2024 y vigente a la época de los hechos debatidos, el conflicto sometido a decisión hace pertinente precisar el alcance del actual artículo 55 letra e) de la Ley N° 21.091, sobre Educación Superior, que tipifica como infracción grave “Condicionar la rendición de exámenes de grado o de titulación, o el otorgamiento de títulos, diplomas y certificaciones a exigencias pecuniarias por deudas de arancel, aun cuando estén establecidas por la institución de educación superior en su reglamentación e informadas a los estudiantes al momento de suscribir el contrato respectivo”.
Del tenor de esa disposición se desprende que las hipótesis allí previstas se refieren a situaciones en que el estudiante ya ha concluido íntegramente su proceso formativo y sólo resta la rendición del examen final destinado a comprobar la suficiencia de sus aptitudes para la obtención del grado o título, o bien la expedición material del diploma o certificación correspondiente. Se trata, por tanto, de actuaciones terminales del proceso académico, que no suponen por sí mismas la continuación de prestaciones docentes ordinarias ni la ejecución de nuevos servicios educacionales por parte de la institución.
Noveno: Que, la situación del actor no se subsume en dicha hipótesis normativa. En efecto, según fluye de los antecedentes incorporados a este expediente, el recurrente no se encontraba, a la fecha de interposición del recurso, en la sola etapa de rendición de un examen de grado ni frente al mero otorgamiento de un título, diploma o certificación, pues mantenía pendientes las actividades DRH598 y DRH599, esto es, el proyecto de fin de Magíster y el examen de
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grado. En particular, la realización del proyecto de fin de Magíster — correspondiente, según las informaciones académicas del plan de cierre, a una Actividad Final de Grado consistente en Caso de Estudio y Defensa Final— importaba todavía el desarrollo de una actividad académica pendiente, bajo supervisión institucional, con asignación de profesor guía y reuniones semanales de seguimiento por parte de la Universidad.
Por ello, la matrícula cuya formalización pretende no se confunde con la rendición misma del examen final ni con la expedición inmediata del resultado académico terminal que persigue, sino que constituye un presupuesto previo para acceder a una fase en la que aún debían seguir prestándose servicios educacionales. En consecuencia, y atendida la naturaleza infraccional de la disposición citada, su interpretación ha de ser estricta, de modo que la exigencia de incorporarse válidamente al plan de cierre y de cumplir las condiciones académicas y administrativas pendientes no queda comprendida en la prohibición del artículo 55 letra e), sino que se inserta dentro de la potestad legítima de la institución para organizar el desarrollo de sus programas y fijar los requisitos necesarios para su conclusión.
Décimo: Que, asimismo, tampoco es efectivo que la conducta de la recurrida configure, en los términos propuestos por el actor, una hipótesis de autotutela proscrita por el ordenamiento. La Universidad no embargó bienes, no hizo efectivo compulsivamente un crédito por vías de hecho ni se arrogó potestades jurisdiccionales. Lo que hizo fue negarse a formalizar la incorporación del recurrente a un plan extraordinario de cierre mientras subsistiera una deuda arancelaria pendiente que, según sus registros, correspondía a la totalidad de las cuotas originalmente pactadas.
Una institución de educación superior no se encuentra jurídicamente obligada a seguir prestando o reactivar un servicio académico excepcional sin exigir, de modo previo, el cumplimiento de las obligaciones pendientes que nacen del mismo vínculo contractual. La posibilidad de accionar judicialmente por el cobro de la deuda es una facultad disponible, pero no el único curso de acción que el
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ordenamiento prevé para la regularización necesaria antes de celebrar o ejecutar una nueva fase del servicio educacional.
Undécimo: Que la alegación de prescripción en que insiste el recurrente tampoco permite calificar el acto impugnado de ilegal o arbitrario.
En efecto, aun cuando en una de las comunicaciones internas acompañadas al expediente se aludió impropiamente a que las deudas con la Universidad “no prescriben”, lo jurídicamente decisivo no radica en esa expresión, sino en que la prescripción extintiva no opera de pleno derecho y requiere ser alegada y declarada en la sede jurisdiccional correspondiente, previa discusión y prueba. Por ello, si el actor estima extinguida la obligación por el transcurso del tiempo, debe hacerlo valer en un procedimiento de lato conocimiento; no es esta vía cautelar la llamada a resolver, con efectos definitivos, una controversia de naturaleza contractual y patrimonial como la planteada.
Duodécimo: Que, por otra parte, la documentación allegada a este expediente desvirtúa también la premisa de que el actor habría quedado impedido de culminar el programa por una conducta arbitraria de la Universidad, consistente en una supuesta desatención prolongada de su trabajo final.
Los antecedentes muestran que, a lo menos desde noviembre de 2020 y junio de 2021, la coordinación académica le formuló observaciones, coordinó reuniones y dejó expresamente establecido que no era posible evaluar sólo el trabajo escrito, siendo indispensable completar el proceso con la defensa. Sin embargo, no consta actuación posterior del recurrente orientada a concluir esa etapa, sino recién hasta el año 2025, cuando la Universidad, pese al cierre del programa decretado en 2022, le ofreció una última oportunidad para finalizar sus estudios mediante el plan extraordinario ya referido.
Así, la imposibilidad actual de incorporarse al plan de cierre no aparece vinculada, al menos de manera inmediata y directa, a una actuación caprichosa o infundada de la recurrida, sino a la concurrencia de dos circunstancias acreditadas, esto es, el
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incumplimiento prolongado de las etapas académicas finales y la negativa del actor a regularizar la deuda que la institución exigió como presupuesto para formalizar su inscripción.
Décimo tercero: Que, en estas condiciones, tampoco se advierte afectación ilegítima de las garantías constitucionales invocadas.
No se configura vulneración de la igualdad ante la ley, pues la situación del recurrente no es equivalente a la de quienes no mantienen deudas pendientes o las han regularizado. La diferencia de trato que denuncia descansa en un antecedente objetivo y comprobable, cual es la existencia de 36 cuotas impagas del arancel original, y no en una distinción caprichosa o antojadiza.
Tampoco se verifica lesión al derecho de propiedad, ya que el actor no es titular de un derecho incorporado a su patrimonio que le permita exigir, en esta sede, la matrícula en el plan de cierre con prescindencia de los requisitos académicos y financieros que rigen dicho proceso. A lo sumo, lo que existe es una expectativa de continuar sus estudios y optar al grado, expectativa que no goza del carácter indubitado que requiere la presente acción.
En lo tocante a la integridad psíquica y a la libertad de trabajo, el recurso no desarrolla con la debida precisión los hechos que permitirían tener por configurada una afectación constitucional actual y específica. En efecto, no se acompañan antecedentes concretos que autoricen a vincular directamente la conducta de la recurrida con una lesión real, determinada y jurídicamente relevante de tales garantías. La circunstancia de que la obtención futura del grado pudiera eventualmente mejorar el currículum o las condiciones laborales del actor no convierte, por sí sola, la exigencia de regularización financiera en una infracción constitucional.
Décimo cuarto: Que, en suma, no se ha acreditado en autos la existencia de un acto ilegal o arbitrario atribuible a la recurrida. Antes bien, los antecedentes dan cuenta de que la Universidad Nacional Andrés Bello actuó en el marco de su autonomía institucional, de la reglamentación dictada para el cierre del programa y de las obligaciones contractuales que vinculan a las partes, sin que




Este documento tiene firma electrónica y su original puede ser validado en http://verificadoc.pjud.cl

Código: GPXYCESEPUX





corresponda a esta Corte, por la vía de protección, sustituir la decisión adoptada ni resolver incidentalmente la controversia relativa a la prescripción de la deuda.
Por estas consideraciones y de conformidad, además, con lo dispuesto en los artículos 19 y 20 de la Constitución Política de la República y en el Auto Acordado de la Excma. Corte Suprema sobre Tramitación y Fallo del Recurso de Protección de Garantías Constitucionales, se rechaza, sin costas, el recurso de protección interpuesto por Daniel Eduardo Rehbein Bittner, en representación de Jonathan Marcelo Farah Cabezas, en contra de la Universidad Nacional Andrés Bello.
Regístrese, comuníquese y archívese en su oportunidad. Redacción del ministro suplente Manuel Rodríguez Vega. N° Protección-23415-2025.


Pronunciada por la Novena Sala, integrada por la Ministro señora Jenny Book Reyes, el Ministro (S) señor Manuel Esteban Rodríguez Vega y la Abogado Integrante señora Magaly Correa Farías.
En Santiago, veintiocho de abril de dos mil veintiséis, se notificó por el estado diario la resolución que antecede.
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Pronunciado por la Novena Sala de la C.A. de Santiago integrada por Ministra Jenny Book R., Ministro Suplente Manuel Esteban Rodríguez V. y Abogada Integrante Magaly Carolina Correa F. Santiago, veintiocho de abril de dos mil veintiseis.
En Santiago, a veintiocho de abril de dos mil veintiseis, notifiqué en Secretaría por el Estado Diario la resolución precedente.
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